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Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el pasado 11 de mayo, en el proceso de la referencia.
A mi juicio, el amparo ha debido concederse para proteger el derecho de petición de que es titular el accionante y que considero, en este caso, resultó vulnerado.

En primer lugar debo manifestar que contrario a lo considerado en la citada sentencia, en este caso sí hay prueba de la solicitud que realizó el citado señor para obtener indemnización administrativa; así se dijo de manera expresa en el escrito por medio del cual la entidad demandada dio respuesta a la demanda, en el que además se defendió con el argumento de que ya le respondió
.
Lo mismo puede predicarse del oficio que allegó al pronunciarse en relación con la acción propuesta, dirigido al accionante y remitido por correo el 9 de marzo de este año, en el que se expresa: “Atendiendo su petición, a través de la cual solicita se le informe cuándo se le reconocerá y ordenará el pago de la indemnización administrativa por el hecho victimizante desplazamiento forzado el cual fue reconocido dentro del marco normativo Ley 3876 de 1997 bajo el radicado 143525, nos permitimos informarle…”

De otro lado, no comprendo cómo puede decirse en la sentencia de la que me aparto que no se vulneró ningún derecho al demandante porque “como ya se dijo, no existe prueba de que hubiese elevado petición alguna ante dicha entidad” y a renglón seguido se expresa que “una vez impetró el resguardo constitucional, obtuvo respuesta a su requerimiento”, lo que a mi juicio luce contradictorio.
Demostrado entonces que solicitó el accionante, víctima del desplazamiento forzado, información sobre la fecha en que se le reconocerá y pagará la indemnización administrativa que reclamó, estimo que la respuesta suministrada por la entidad demandada no satisfizo el derecho de petición. 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, refiriéndose a tal derecho, ha enseñado:
“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.
4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:
(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, 
solicitudes ante as autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o 
tramitarlas;
(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;
(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y
(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.
…
4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

En este caso la Directora de Reparación de la UARIV, al responder la solicitud que le elevó el demandante, mediante el oficio atrás mencionado, le indicó: “lo invitamos a acercarse a los puntos de atención… a partir de Marzo (sic) de 2018, donde se le informará el trámite que deberá surtir” y que el reconocimiento de esa reparación “dependerá del cumplimiento al procedimiento que establezca la Unidad para las Víctimas y de la existencia de presupuesto, por lo que tendrán prioridad las víctimas del conflicto en condiciones de extrema urgencia y vulnerabilidad”. 
Es claro entonces que esa respuesta no satisface los requisitos determinados en la jurisprudencia atrás transcrita, ya que no resuelve el fondo del asunto, pues nada le dijo sobre la fecha en que se le reconocerá y ordenará el pago de la indemnización que reclama un sujeto de especial protección constitucional de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional,  que al efecto ha dicho:  
“Cuando se vean involucrados los derechos fundamentales de la población en situación de desplazamiento, del Estado se demanda una atención mucho más calificada y preferencial, en razón a que se trata de sujetos de especial protección constitucional, más aún si se trata de personas que tienen un mayor grado de vulnerabilidad. Por este motivo, la Corte ha sostenido que en materia de derecho de petición, las personas en situación de desplazamiento cuentan con una protección reforzada, pues “(…) se trata de personas que se encuentran en una situación de violación múltiple, masiva y continua de sus derechos fundamentales”
 …”
 
Atentamente,

Claudia María Arcila Ríos
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